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RESOLUCIÓN No. 00977

“POR EL CUAL SE DECLARA LA REVOCATORIA DIRECTA DEL AUTO 00076 DEL 20 DE 
ENERO DE 2017, BAJO RADICADO 2017EE12192, Y SE ORDENA EL ARCHIVO DE UNAS 

DILIGENCIAS ADMINISTRATIVAS QUE REPOSAN EN EL EXPEDIENTE SDA-17-2015-4740, 
Y SE TOMAN OTRAS DETERMINACIONES”

LA SUBDIRECCIÓN DE CALIDAD DE AIRE AUDITIVA Y VISUAL DE LA SECRETARÍA 
DISTRITAL DE AMBIENTE

En uso de sus facultades delegadas por la Resolución 01466 del 2018 y en concordancia con la 
Leyes 99 de 1993 y 140 de 1994, los Decretos Distritales 959 de 2000, 506 de 2003, 109 de 2009 
modificado parcialmente por el Decreto Distrital 175 de 2009, las Resoluciones 931 de 2008, 5589 
de 2011, modificada parcialmente por la Resolución 00288 de 2012, el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo Ley 1437 de 2011, Código General del Proceso 
- Ley 1564 de 2012, y 

CONSIDERANDO

I. ANTECEDENTES

Que, mediante radicado 2015ER93451 del 28 de mayo de 2015, la sociedad Organización 
Publicidad Exterior S.A. - O.P.E., con NIT 860045764-2, presentó solicitud de traslado del 
registro publicitario otrogado mediante Resolución 7182 del 22 de octubre de 2009, y prorrogado 
mediante la Resolución 01541 del 27 de noviembre de 2012, bajo radicado 2012EE144859, de 
la Autopista Norte No. 137 – 92 y/o Avenida Carrera 45 No. 137 – 90 de la localidad de Usaquén 
de esta Ciudad, con orientación visual Norte – Sur, hacia la Calle 72 No. 14 – 25 de la localidad 
de Chapinero de esta Ciudad, con orientación visual Occidente – Oriente.

Que, mediante Auto 00076 del 20 de enero de 2017, bajo radicado 2017EE12192, la Subdirección 
de Calidad del Aire Auditiva y Visual de esta Secretaría, dio inicio al trámite administrativo de la 
referencia. Decisión notificada personalmente 08 de febrero de 2017, con constancia de 
ejecutoria del día 09 del mismo mes y año.

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Fundamentos constitucionales

Que, la Constitución Política de Colombia, en su Artículo 29 a saber refiere; 
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“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 
juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y 
con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o 
favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. (...)”. 

Que, el artículo 79 de la Constitución Nacional consagra el derecho a gozar de un ambiente sano, 
estableciendo que es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar 
las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines. 

Que, el Artículo 80 de la Constitución Política, prevé que corresponde al Estado planificar el 
manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución. Además, indica que el Estado deberá prevenir y 
controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación 
de los daños causados. 

Que, respecto al tema, la Corte Constitucional en Sentencia C-0535 de 1996, ha reconocido frente 
a la Publicidad Exterior Visual que: 

“(...) la colocación de vallas y avisos afecta esencialmente el paisaje, que ha sido clasificado dentro de 
los denominados recursos naturales renovables. De otro lado, el paisaje es un recurso natural renovable 
que guarda una íntima relación con la identidad cultural y social de los municipios y territorios indígenas. 
La Corte concluye que el tema de la publicidad exterior visual hace parte de la noción de "patrimonio 
ecológico" local, por lo cual se está frente a una competencia propia de los concejos municipales y 
distritales, así como de los órganos de gobierno de los territorios indígenas, la cual les es asignada en 
función del interés territorial  subyacente, pues los problemas de modificación del paisaje que le están 
asociados abarcan primariamente un ámbito local, por lo cual su regulación corresponde también, en 
principio, a las autoridades municipales y de los territorios indígenas...” 

Que, la Carta Política en su artículo 209 del Capítulo 5; de la función administrativa, establece que; 
“La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones”.

Frente a la revocatoria directa de las actuaciones administrativas.

Que, el artículo 93 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
indica:

“ARTÍCULO 93. CAUSALES DE REVOCACIÓN. Los actos administrativos deberán ser revocados por 
las mismas autoridades que los hayan expedido o por sus inmediatos superiores jerárquicos o 
funcionales, de oficio o a solicitud de parte, en cualquiera de los siguientes casos:

1. Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley.
2. Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra él.
3. Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona.”
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Que, frente a la naturaleza de la revocatoria directa la Corte Constitucional precisó que,

"La revocación directa no corresponde a la categoría de recurso y, como tiene un carácter extraordinario, 
en especial cuando están de por medio situaciones jurídicas individuales y concretas fundadas en el acto 
administrativo, deben reunirse al menos los requisitos mínimos que el legislador considere necesarios 
para proteger los derechos de quienes han sido favorecidos a partir de su vigencia y también con miras 
a la realización de la seguridad jurídica."

Que, respecto a la finalidad de la revocatoria directa se ha indicado que.

"es la prerrogativa que tiene la administración para enmendar, en forma directa o a petición de parte, sus 
actuaciones contrarias a la ley o a la Constitución, que atenten contra el interés público o social o que 
generen agravio injustificado a alguna persona. Y es una prerrogativa en tanto que la administración 
puede extinguir sus propios actos por las causales previstas en la ley y está facultada para hacerlo en 
cualquier momento, incluso cuando el acto administrativo ya ha sido demandado ante lo contencioso 
administrativo; pero, también es una obligación que forzosamente debe asumir en los eventos en que, 
motu propio, constatare la ocurrencia de una de las causales señaladas. Si así fuere, la administración 
tiene el deber de revocar el acto lesivo de la constitucionalidad o legalidad o atentatorio del interés público 
o social o que causa agravio injustificado a una persona."

Que, en el artículo 97 de la ley 1437 de 2011, establece:

“ARTÍCULO 97. Revocación de actos de carácter particular y concreto. Salvo las excepciones 
establecidas en la ley, cuando un acto administrativo, bien sea expreso o ficto, haya creado o modificado 
una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no 
podrá ser revocado sin el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular. (…)”

Que, la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante la sentencia 
2008-00237/20566 del 25 de octubre del año 2017 con radicado No. 73001-23-31-000-
200800237-01(20566), ha indicado: 

“(…) la Administración no puede revocar los actos de contenido particular que hayan creado o modificado 
una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, sin el 
consentimiento expreso y escrito del respectivo titular. 

La exigencia legal contenida en el anterior inciso, se predica de los actos que puedan reputarse como 
creadores de derechos o de una situación jurídica particular y concreta, es decir, que ofrezcan confianza 
a su beneficiario de la titularidad de una posición jurídica favorable determinada. 

En otras palabras, el acto creador del derecho es aquel en virtud del cual el destinatario resulta favorecido, 
se reconoce para el administrado una situación jurídica subjetiva de ventaja, una prerrogativa, genera un 
impacto positivo o favorable respecto de la titularidad de un derecho.

Por esto, es el reconocimiento de un derecho o de una situación jurídica particular y específica favorable, 
lo que hace que el acto sea revocable o irrevocable, pues la Administración no puede desconocer los 
derechos subjetivos que un acto haya reconocido. 
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De manera que el requisito del consentimiento expreso y escrito del titular depende que el acto 
administrativo sea creador de derechos o de una situación jurídica individual. 

Lo anterior implica que si el acto no crea un derechos subjetivos o interés legítimo favorable y directo para 
un particular, podrá ser revocado, en todo o en parte (…)” 

Que, las autoridades deben realizar la revocatoria directa de los actos administrativos, en 
cualquier tiempo siempre que sobre dichos actos administrativos no se haya dictado auto 
admisorio de la demanda por parte de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.
 
Que, a su vez, la Corte Constitucional en Sentencia T-033 de 2002, con ponencia del Dr. Rodrigo 
Escobar Gil, señaló, con relación a la revocatoria directa:

“...Para la Corte, la revocatoria directa tiene una naturaleza y un propósito diferente al de la vía 
gubernativa, pues la primera comporta un auténtico privilegio para la Administración, como titular del 
poder del imperium del Estado y gestora del interés público de eliminar del mundo jurídico por 
considerarlos contrarios a la Constitución y la Ley. De ahí que esta Corporación haya declarado que tal 
facultad consistente en ...dar a la autoridad de corregir por ella misma, inclusive de oficio, ya no con 
fundamento en consideraciones relativas al interés particular del recurrente sino por una causa de interés 
general que consiste en la recuperación del imperio de la legalidad o en la reparación de un daño 
público...”

Que, respecto a la figura de Revocatoria Directa de los actos administrativos de carácter particular 
se tendrá por objeto el restablecimiento del orden jurídico, del interés público o social y el derecho 
que tiene toda persona que le garanticen sus derechos, por lo tanto, es deber de la administración 
retirar sus propios actos, frente a la materia, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de 
Estado en Concepto con radicado 11001-03-06-000-2016-00052-00(2288) del 08 de junio de 
2016; citando la Sentencia del 20 de mayo de 2004. Rad: 1998-3963 de la Sección Segunda. 
Subsección A. del Consejo de Estado, advierte que:

“(…) son razones de legalidad las que constituyen un juicio estrictamente lógico jurídico, esto es, una 
confrontación normativa sobre la infracción al orden prestablecido con violación del principio de legalidad, 
y hay razones de mérito cuanto el acto es extinguido por contrariar el interés público o social, o una 
persona determinada recibe un agravio injustificado”. 

Que, además el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sección primera en 
la sentencia del 28 de septiembre de 2017, con radicado No. 15001-23-33-000-2013-00065-01, 
ha indicado que: 

“…únicamente las decisiones de la Administración, producto de la conclusión de un procedimiento 
administrativo o los actos que hacen imposible la continuación de esa actuación o que decidan de fondo 
el asunto, son susceptibles de control de legalidad por parte de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, lo que, dicho de otra manera, significa que  los ´actos preparatorios, de trámite y de 
ejecución que, como tales, se limitan a preparar, impulsar la actuación administrativa, o dar cumplimiento 
a la decisión no son demandables. ”. 
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Que, el Estado, como ente del poder público de las relaciones en sociedad, no sólo establece los 
lineamientos y normas a seguir, sino que en un sentido más amplio tiene la obligación de 
establecer "seguridad jurídica" al ejercer su poder político, jurídico y legislativo.

Que, en virtud del principio de celeridad, las autoridades tendrán el impulso oficioso de los 
procedimientos y conforme al principio de eficacia se deberá tener en cuenta que los 
procedimientos deben lograr su finalidad, removiendo así, los obstáculos puramente formales con 
el fin de evitar las decisiones inhibitorias.

Que, la seguridad jurídica es un principio universalmente reconocido del Derecho que se entiende 
como certeza práctica del Derecho, y representa la seguridad de que se conoce o puede conocer 
lo previsto como prohibido, mandado y permitido por el poder público respecto de uno para con 
los demás y de los demás para con uno.

Que, la seguridad jurídica es la garantía dada al individuo, por el Estado, de que su persona, sus 
bienes y sus derechos no serán violentados o que, si esto llegará a producirse, le serán 
asegurados por la sociedad, protección y reparación.

Que, en resumen, la seguridad jurídica es la certeza que tiene el individuo de que su situación 
jurídica no será modificada más que por procedimientos regulares, y conductos establecidos 
previamente.

Fundamentos legales frente al archivo de expedientes y otras disposiciones

Que, el artículo 36 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
– Ley 1437 de 2011, establece frente a la formación y examen del expediente lo siguiente: 

“Los documentos y diligencias relacionados con una misma actuación se organizarán en un solo 
expediente, al cual se acumularán, con el fin de evitar decisiones contradictorias, de oficio o a petición 
de interesado, cualesquiera otros que se tramiten ante la misma autoridad.
     
Si las actuaciones se tramitaren ante distintas autoridades, la acumulación se hará en la entidad u 
organismo donde se realizó la primera actuación. Si alguna de ellas se opone a la acumulación, podrá 
acudirse, sin más trámite, al mecanismo de definición de competencias administrativas.

Con los documentos que por mandato de la Constitución Política o de la ley tengan el carácter de 
reservados y obren dentro de un expediente, se hará cuaderno separado.

Cualquier persona tendrá derecho a examinar los expedientes en el estado en que se encuentren, salvo 
los documentos o cuadernos sujetos a reserva y a obtener copias y certificaciones sobre los mismos, las 
cuales se entregarán en los plazos señalados en el artículo 14.”

Que el precitado artículo, no establece trámite alguno en cuanto al archivo de los expedientes, 
debiendo esta Autoridad, enmarándose este dentro de los aspectos no contemplados en el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

https://leyes.co/constitucion.htm
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Que, frente a los aspectos no regulados en la ley procesal administrativa, el artículo 306 de la 
norma en cita dispone:

“En los aspectos no contemplados en este Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que 
sea compatible con la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo”

Que, cabe mencionar que el Código de Procedimiento Civil (Decreto 1400 de 1970), fue derogado 
por la ley 1564 del 12 de julio de 2012 “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso 
y se dictan otras disposiciones”, el cual entró en vigencia íntegramente desde el primero (01) de 
enero de 2016 (Acuerdo No. PSAA15-10392 del 1° de octubre de 2015 Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura).

Que, de esta manera, al referir la procedencia del archivo de un expediente, es preciso acudir al 
artículo 122 del Código General del Proceso que señala:

“El expediente de cada proceso concluido se archivará (…) La oficina de archivo ordenará la expedición 
de las copias requeridas y efectuará los desgloses del caso”.

Normativa a considerarse frente al caso concreto

Que, el artículo 42 del Decreto 959 de 200 “Por el cual se compilan los textos del Acuerdo 01 de 1998 
y del Acuerdo 12 de 2000, los cuales reglamentan la publicidad Exterior Visual en el Distrito Capital de 
Bogotá”

“ARTICULO 42. Los elementos que se encuentran con alguna autorización podrán ser trasladados 
siempre y cuando cumplan con las condiciones previstas en el presente acuerdo y previo aviso de 15 
días al DAMA.”

Del Procedimiento Administrativo aplicable

Que, en virtud del principio de celeridad, las autoridades tendrán el impulso oficioso de los 
procedimientos y conforme al principio de eficacia se deberá tener en cuenta que los 
procedimientos deben lograr su finalidad, removiendo los obstáculos puramente formales con el 
fin de evitar las decisiones inhibitorias.

Que, desde el punto de vista procedimental, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, regula las acciones o procedimientos 
administrativos.

Que, en lo atinente a principios, la Ley 1437 de 2011 consagra en su Artículo 3 que;

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=582#16
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3764#16
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“(...) Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los principios del 
debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, 
transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad.

(…)

11. En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos logren su finalidad 
y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales, evitarán decisiones inhibitorias, 
dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades procedimentales que 
se presenten, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la actuación administrativa.

12. En virtud del principio de economía, las autoridades deberán proceder con austeridad y eficiencia, 
optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el más alto nivel de calidad en sus 
actuaciones y la protección de los derechos de las personas.

13. En virtud del principio de celeridad, las autoridades impulsarán oficiosamente los procedimientos, e 
incentivarán el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones, a efectos de que los 
procedimientos se adelanten con diligencia, dentro de los términos legales y sin dilaciones injustificadas.” 

Que, en virtud del principio de la eficacia, a que se refiere el artículo tercero de la Ley 1437, del 
18 de enero de 2011 - Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, se debe tener en cuenta que los procedimientos deben lograr su finalidad, 
removiendo de oficio los obstáculos puramente formales y evitando decisiones inhibitorias.

A su vez, en virtud del principio de economía, las autoridades deben proceder con austeridad y 
eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el más alto nivel de 
calidad en sus actuaciones y la protección de los derechos de las personas.

Que, en virtud del principio de celeridad, las autoridades tendrán el impulso oficioso de los 
procedimientos y conforme al principio de eficacia se deberá tener en cuenta que los 
procedimientos deben lograr su finalidad, removiendo los obstáculos puramente formales con el 
fin de evitar las decisiones inhibitorias.

Otras disposiciones normativas a considerarse

Que, por su parte, Ley 99 de 1993 “Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el 
Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones” en su 
artículo 71, dispone lo siguiente: 

 “(…) De la Publicidad de las Decisiones sobre el Medio Ambiente. Las decisiones que pongan 
término a una actuación administrativa ambiental para la expedición, modificación o cancelación de una 
licencia o permiso que afecte o pueda afectar el medio ambiente y que sea requerida legalmente, se 
notificará a cualquier persona que lo solicite por escrito, incluido el directamente interesado en los 
términos del artículo 44 del Código Contencioso Administrativo y se le dará también la publicidad en los 
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términos del artículo 45 del Código Contencioso Administrativo, para lo cual se utilizará el Boletín a que 
se refiere el artículo anterior.”

Que, de acuerdo a los preceptos constitucionales y doctrinales, el contenido y alcance de las 
regulaciones existentes en materia de protección ambiental y manejo de los recursos naturales 
en nuestro país, debe esta Autoridad Ambiental adelantar sus actuaciones dentro del marco de 
las finalidades de la función administrativa ambiental, propendiendo por el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado, teniendo de presente que el desarrollo económico no se convierta 
en una amenaza a la preservación de los recursos naturales renovables, garantizado 
adicionalmente que sus pronunciamientos se darán de la mano de los principios precitados. 

Vistos los marcos normativos, el presente asunto se resolverá de la siguiente manera;

III. CONSIDERACIONES DE LA SECRETARÍA

 Frente a la procedencia de la revocatoria.

De lo expuesto en las consideraciones jurídicas de la presente actuación, se colige que la 
Administración cuenta con el deber de revocar sus actuaciones, en los eventos en que estas, se 
muestren desconocedoras de la constitución y la ley, o por el contrario, cuando atenten contra el 
interés público, causando un agravio injustificado a una persona carente del deber jurídico de 
soportarlo. En tales eventos, la Administración, de oficio o a petición de parte, está llamada a 
corregir lo actuado, siempre y cuando se tipifique alguna de las causales determinadas en la 
normativa procesal administrativa. 

Que, esta Entidad encuentra necesario pronunciarse frente a la procedencia de la revocatoria del 
acto administrativo bajo radicado 2017EE12192 del 20 de enero de 2017, en la medida que, su 
contenido dista del trato que según la norma ambiental, deben recibir las solicitudes de traslado, 
que para el caso en concreto, se refleja en el trámite administrativo adelantado frente a la solicitud 
que mediante radicado 2015ER93451 del 28 de mayo de 2015, presentó la sociedad 
Organización Publicidad Exterior S.A. - O.P.E., con NIT 860045764-2, relacionada con una 
autorización de traslado del elemento tipo valla comercial con estructura tubular de la referencia. 

Que, en virtud de lo dicho, resulta evidente que la Administración emitió un pronunciamiento 
contrario a lo regulado por la normativa ambiental vigente en el Distrito, concretamente, el artículo 
42 del Decreto 959 de 200, citado en las consideraciones jurídicas de la presente decisión. Pues 
decidió proferir un acto administrativo ajeno a la naturaleza jurídica que debe recibir el traslado 
de un elemento publicitario. 

Lo anterior, teniendo en cuenta que no se ameritaba expedir una decisión de inicio de un trámite 
administrativo ambiental, tal y como en ese sentido se formulara, sino, de la autorización por parte 
de la Entidad, previo a evaluar la viabilidad del estudio técnico y jurídico adelantado, de trasladar 
la localización del elemento ubicado en la Autopista Norte No. 137 – 92 y/o Avenida Carrera 45 
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No. 137 – 90, de la localidad de Usaquén de esta Ciudad, con orientación visual Norte – Sur, 
hacia la Calle 72 No. 14 – 25, de la localidad de Chapinero de esta Ciudad, con orientación visual 
Occidente – Oriente.

Que, lo antes dicho adquiere mayor relevancia cuando se advierte que para tramitar la solicitud 
en mención, la Entidad resolvió la apertura del expediente SDA-17- 2015-4740, cuando hasta 
ese momento, las actuaciones administrativas relacionadas con el elemento publicitario a cargo 
de la sociedad Organización Publicidad Exterior S.A. - O.P.E., con NIT 860045764-2, ya 
estaban consignadas dentro del expediente SDA-17-2009-513. 

Situación descrita que a su vez, decantó en el desconocimiento de lo reglado en el artículo 36 del 
– Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, 
citado en precedencia, pues se ignoró el procedimiento que debe surtirse cuando se trate de 
actuaciones que tengan el mismo efecto, y que no es otro que darles trámite “al interior de un solo 
expediente”.

Que, adelantado el análisis correspondiente, esta Autoridad, en aplicación directa del artículo 93 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, citado en las 
consideraciones jurídicas de la presente decisión, encuentra configurada la causal tercera del 
artículo en cita, y por tanto, declarará en la parte resolutiva de esta actuación, la revocatoria 
integral del acto administrativo 0076 del  20 de enero de 2017,  bajo radicado 2017EE12192, que 
decidió erróneamente dar inicio a un trámite administrativo ambiental; ello con la finalidad de 
garantizar el derecho al debido proceso, el principio de seguridad jurídica que asiste al 
administrado.

Que, en el análisis del presente caso, no se requiere el consentimiento previo de la sociedad 
Organización Publicidad Exterior S.A. - O.P.E., con NIT 860045764-2, para declarar la 
revocatoria directa del referido acto administrativo, dado que el mismo, no crea una situación 
jurídica, reconoce o modifica un derecho, tal como lo indica el numeral 2° del artículo 97 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011.

Frente a la procedencia del archivo

Que, al tramitar la solicitud de traslado como una solicitud de registro de publicidad exterior visual, 
se dio apertura el expediente SDA-17-2015-4740, no obstante y en armonía con la decisión que 
en esta oportunidad abra de tomarse, resulta oportuno ordenar el archivo definitivo de la 
mencionada actuación, acorde a los lineamientos legales para ello establecidos. Pues, no existe 
objeto por el cual continuar con el trámite ambiental toda vez que en el referido expediente, esta 
Entidad no encuentra trámite administrativo alguno pendiente de ser resuelto; tal es así que del 
mismo se predica una situación consolidada. 

Que, en consecuencia, una vez revisada la totalidad de documentales que componen el 
expediente SDA-17-2015-4740, se encuentra que en el mismo ya están agotados todos los 
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trámites administrativos previstos por el ordenamiento ambiental vigente en el Distrito Capital y, 
por ende, se dispone el archivo definitivo acorde a los lineamientos legales para ello establecidos.

Que, por tanto, y en aras de garantizar la seguridad jurídica en las actuaciones surtidas por esta 
Secretaría, tendientes a evitar trámites innecesarios, actuaciones sucesivas sobre sustracción 
del objeto del seguimiento de esta autoridad, y teniendo en cuenta que esta entidad debe 
adelantar todas las gestiones necesarias para tomar decisiones de fondo dentro de los trámites 
de su competencia, se concluye que a la fecha no existe objeto por el cual continuar con el trámite 
ambiental toda vez que, en el referido expediente, no hay trámites administrativos por ser 
resueltos; tal es así que del mismo se predica una situación consolidada. 

Que, en la jurisprudencia emanada por el Consejo de Estado se ha reiterado que el concepto de 
situación consolidada, guarda relación con los principios de buena fe y seguridad jurídica, que 
implican  preservar la intangibilidad de las actuaciones de carácter administrativo, que hayan 
creado situaciones jurídicas concretas, y que a la vez, supone el reconocimiento de derechos 
adquiridos con justo título, y por lo tanto, la protección de parte del ordenamiento jurídico, para 
asegurar su efectivo goce y ejercicio. 

Que, así las cosas, en virtud del principio de eficacia antes aludido, se deberá tener en cuenta 
que los procedimientos deben lograr su finalidad, removiendo de oficio los obstáculos puramente 
formales con el fin de evitar decisiones inhibitorias, por lo que esta Subdirección encuentra 
procedente disponer el archivo definitivo de las actuaciones administrativas adelantadas 
mediante expediente SDA-17- 2015-4740.

IV. COMPETENCIA DE ESTA SECRETARÍA 

Que, es función de la Secretaría Distrital de Ambiente, controlar el cumplimiento de las normas 
de protección ambiental y manejo de los recursos naturales, en consecuencia, emprender las 
acciones de policía que sean pertinentes, y en particular adelantar las investigaciones e imponer 
las medidas que correspondan a quienes infrinjan las mencionadas normas.

Que, el numeral 2º del artículo 31 de la Ley 99 de 1993, legitima a esta Secretaría para ejercer la 
función de máxima autoridad ambiental en el área de su jurisdicción, de acuerdo con las normas 
de carácter superior y conforme a los criterios y directrices trazadas por el Ministerio del Medio 
Ambiente y desarrollo sostenible.

Que, así mismo, el numeral 12º ibídem establece como función a la Autoridad Ambiental:  

“Ejercer las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental de los usos del agua, el suelo, el 
aire y los demás recursos naturales renovables, lo cual comprenderá el vertimiento, emisión o 
incorporación de sustancias o residuos líquidos, sólidos y gaseosos, a las aguas en cualquiera de sus 
formas, al aire o a los suelos, así como los vertimientos o emisiones que puedan causar daño o poner en 
peligro el normal desarrollo sostenible de los recursos naturales renovables o impedir u obstaculizar su 
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empleo para otros usos, estas funciones comprenden expedición de las respectivas licencias 
ambientales, permisos concesiones, autorizaciones y salvoconductos”.

Que, el Acuerdo 257 de 2006, “Por el cual se dictan normas básicas sobre la estructura, 
organización y funcionamiento de los organismos y de las entidades de Bogotá, Distrito Capital, 
y se expiden otras disposiciones”, ordenó en su artículo 101, transformar el Departamento 
Técnico Administrativo del Medio Ambiente -DAMA-, en la Secretaría Distrital de Ambiente -SDA, 
a la que se le asignó entre otras funciones, la de elaborar, revisar y expedir los actos 
administrativos por medio de los cuales se otorguen o nieguen las licencias ambientales y demás 
instrumentos de manejo y control ambiental de competencia de este ente administrativo, así como 
los actos administrativos que sean necesarios para adelantar el procedimiento que tenga como 
fin autorizaciones ambientales. 

Que, en virtud del Decreto Distrital 109 del 16 de marzo de 2009, modificado parcialmente por el 
Decreto 175 del 04 de mayo de 2009, se estableció la estructura organizacional de la Secretaría 
Distrital de Ambiente, asignando las funciones de sus dependencias, dentro de las cuales está, 
la de suscribir los actos administrativos por medio de los cuales la Secretaría otorga, concede, 
niega, modifica los permisos y/o autorizaciones ambientales.

Que el citado Artículo delega a la Subdirección De Calidad del Aire, Auditiva y Visual de la 
Secretaría Distrital de Ambiente en su numeral 8, la función de:

“Expedir los actos que ordenan el archivo, desglose, acumulación, ordenación cronológica y refoliación 
de actuaciones administrativas que obren dentro de los trámites de carácter permisivo”

Que, además el parágrafo 1° del artículo 5 de la Resolución 1466 de 2018 establece lo siguiente: 

“PARÁGRAFO 1°. Así mismo se delega, la función de resolver los recursos y solicitudes de revocatoria 
directa, presentados contra los actos administrativos señalados en el artículo quinto, la función de 
suscribir los actos administrativos mediante los cuales se resuelven desistimientos, modificaciones y 
aclaraciones; así como de los actos propios de seguimiento y control ambiental de los trámites 
administrativos ambientales de carácter sancionatorio y permisivo referidos en el presente artículo.”

En mérito de lo expuesto,

RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO. - Revocar de oficio el Auto 00076 del 20 de enero de 2017, bajo radicado 
2017EE12192, por las razones expuestas en la parte considerativa de la presente decisión.

ARTÍCULO SEGUNDO. - Ordenar el archivo definitivo de las diligencias administrativas que 
reposan en el expediente SDA-17-2015-4740, de acuerdo con las consideraciones expuestas en 
la parte motiva del presente proveído. 
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ARTÍCULO TERCERO. - De acuerdo con lo decidido en el artículo anterior y una vez ejecutoriado 
este proveído, se dé traslado a la Oficina de Expedientes de esta Entidad, para que proceda a 
archivar las diligencias mencionadas y retire el expediente de la base activa de la Entidad. 

ARTÍCULO CUARTO. - Notificar el contenido de la presente decisión a la sociedad 
Organización Publicidad Exterior S.A. - O.P.E., con NIT 860045764-2, en la Calle 100 No. 23 
- 44 de la ciudad de Bogotá D.C., o en la dirección de correo electrónico 
blanca.abad@ope.com.co, o la que autorice la administrada, conforme a lo dispuesto en los 
artículos 56 o 66 y subsiguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo - Ley 1437 de 2011. 

ARTÍCULO QUINTO. - Publicar el presente acto administrativo en el boletín legal ambiental de 
la entidad, en cumplimiento del Artículo 71 de la Ley 99 de 1993.

ARTÍCULO SEXTO. -  Contra el presente Acto Administrativo no procede recurso alguno de 
conformidad con lo preceptuado en el Artículo 75 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011.

NOTIFÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE
Dada en Bogotá D. C., a los 26 días del mes de abril de 2021

HUGO.SAENZ
SUBDIRECCIÓN DE CALIDAD DEL AIRE, AUDITIVA Y VISUAL
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